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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Pedro Saravia. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gonzalo de Toro, Ruben Núñez, Guzmán Pedreira, Jorge Pozzi y 
Rubenson Silva. 


SEÑOR PRESIDENTE (Saravia).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Dese cuenta por Secretaría de una nota enviada por el señor Diputado Perrachón. 


(Se lee:) 


"Montevideo 7 de setiembre de 2010.- Integrantes Comisión de Transporte y Obras Públicas: Como 
representante Nacional del Departamento de Colonia, traslado el pedido que me solicita, UTRACO (Unión 
de Transportistas de Colonia), para ser recibidos en dicha comisión.- Agradezco que se coordine a la 
brevedad. (...) Los saluda atte. Mario Perrachón, Representante Nacional Dpto. de Colonia". 


——— Dese cuenta de una nota enviada por ATCU, Asociación de Transportistas de Carga del Uruguay 


(Se lee:) 


"Montevideo, 6 de octubre de 2010.- Presidente de la Comisión de Transportes, Diputado Pedro Saravia.- 
Presente: Quien suscribe, Diego Valverde, (...) se presenta y dice: Que viene a solicitarle audiencia ante 
usted, en razón de urgir informar la problemática en el transporte, esto afectara derechos directos personales 
y legítimos de los asociados a nuestra Asociación de Transportes de Cargas del Uruguay (ATCU).- Por la 
importancia y las consecuencias que se derivarían de estas modificaciones solicitamos urgentemente la 
realización de una entrevista con la comisión y representantes de nuestros socios, a la brevedad, dentro de sus 
posibilidades.- Esperando se acceda a lo solicitado.- Lo saluda con la mayor consideración.- Diego Valverde.- 
Presidente ATCU, Asociación Transportes de Carga del Uruguay”. 


——- Asimismo, ingresó la Carpeta N* 263, relativa a "Venta en subasta de determinados vehículos 
automotores.- Autorización a los Ministerios del Interior y de Transporte y Obras Públicas". 


Secretaría me informa que se trata de una rectificación de trámite que vuelve de la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración. 


Las dos notas enviadas están referidas al mismo tema, que aparentemente se vincula con las nuevas 
normativas que se están estudiando para transformar el sistema de control de camiones. 


Por otra parte, existen algunas resoluciones, que repartiré entre los miembros de la Comisión, porque hasta 
ahora se habla de estas normas del Ministerio del período anterior, en las que se establece el procedimiento 
para elaborar las normativas y, según estas asociaciones que solicitan entrevista, estarían discutiendo la forma 
en que transformarían el peso, la carga, el arrastre, etcétera, de todos los camiones del país. 


SEÑOR DE TORO.- En la medida en que asistan estas asociaciones, tendríamos que convocar a la 
madre de estas agrupaciones, que es la Mesa Intergremial de Transporte Profesional de Carga, que 
nuclea a todos los sectores del transporte para conocer su punto de vista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando la Comisión comience a discutir este proyecto, procederá como 
siempre. Básicamente, se trata de dos solicitudes de audiencia. 


En el caso de ATCU creo que es un desmembramiento de la Mesa Intergremial de Transporte Profesional de 
Carga. 


SEÑOR DE TORO.- Precisamente, como se trata de una excisión y como Valverde, quien firma la 
nota, era miembro de la Mesa Intergremial, creo que lo que corresponde sería convocar a la ITPC. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, convocaremos a todos los sectores involucrados en este tema y 
al Ministerio para conocer sus opiniones. 


La resolución que se está repartiendo data del período en que estuvo Rossi al frente del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, que aparentemente es la que se toma como base para lo que se ha venido 
hablando y hacia donde estaría encaminado este tema. Honestamente, no tengo mucha información al 
respecto. 


Las audiencias se fijarán en función de los tiempos que tengamos disponibles, que tampoco son muchos. 


Dejaría para el final el proyecto relativo a la subasta de determinados vehículos, pero quiero hacer algunos 
comentarios. La ANP no me respondió la consulta, pero esperamos que sus Directores en algún momento lo 
hagan, porque la Comisión llegó hasta donde pudo. Si hubiera acuerdo en el texto, la propuesta planteada por 
el señor Diputado Pozzi sería ideal, porque la iniciativa debe surgir de la Administración. 


SEÑOR POZZI.- Hemos intentado por todos los medios, pero tampoco encontramos respuesta. Sé que 
el Presidente está de licencia y tampoco logramos comunicarnos con el compañero Míguez. Quizás el 
Presidente esté en Fray Bentos. 


No obstante, queremos dar por finiquitado este asunto y aprobar este proyecto. Si bien sabemos que no 
estamos juntos en los detalles, estamos dispuestos a modificar el articulado, como dijimos, y a establecer que 
la reglamentación que dicte la ANP fije montos mínimos de acuerdo con su leal saber y entender, pero 
queremos resolver el tema en el día de hoy y terminarlo. 


Creo que hemos discutido largamente el asunto. Tanto el Presidente como nosotros intentamos, por todos los 
medios, que la ANP nos responda, pero no pudimos. No creo que sea mala voluntad, sino que cada uno está 
en sus cosas y a veces es complicado atender. Realmente queremos terminar con este tema. Creemos que ha 
sido largamente debatido y no podemos hacer mucho más. Comprendemos las dificultades que ha expresado 
el señor Presidente en representación del Partido Nacional. Asimismo, consideramos que estaría salvada la 
dificultad que existía con respecto a la reglamentación. 


Lamentaríamos que la votación de este proyecto no fuera unánime. De todos modos, luego en Cámara 
daremos el debate que corresponda. A lo mejor, de aquí al momento en que se trate esta iniciativa, pueden 
pasar algunas cosas. 


La verdad es que hemos hecho el último esfuerzo el señor Presidente por su lado y, nosotros, por el nuestro, 
pero no hemos tenido retorno. Estamos dispuestos en el día de hoy a votar el proyecto, modificando el último 
inciso. Proponemos que la redacción sea la siguiente: "El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones, 
requisitos, procedimientos, montos y tiempos de amortización correspondientes a ser cumplidos por los 
particulares y el Ministerio de Transporte y Obras Públicas [...]". Creemos que con estas correcciones 
tendemos un puente hacia las aspiraciones que planteaba la oposición. Eso es a lo máximo que podemos 
llegar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto. 


En virtud de que no hemos tenido los correspondientes retornos y de que este proyecto ha permanecido 
tiempo suficiente en Comisión y más no podemos hacer, estoy de acuerdo con votarlo. Adelanto que voy a 
hacerlo en forma negativa. A lo mejor, de aquí a que se trate en Cámara podemos encontrar alguna solución. 
¡Es tan poquito lo que nos falta! 


A fin de no perder esta oportunidad, me parece correcto tratar esta iniciativa ahora. 


SEÑOR POZZI.- Si de aquí a que esto se trate en el plenario seguramente el próximo mes del lado del 
oficialismo surgen posibilidades de llegar a un consenso, mejor, pero queremos tener este asunto 
resuelto con la modificación que plantemos. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Adelantamos que nuestro voto también va a ser negativo, aunque estamos abiertos 
al diálogo. Lamento que hoy, un día tan importante para este tema, el titular, señor Diputado Sander, 
no se encuentre presente. En esta oportunidad, me tocó asumir la responsabilidad, y luego de estudiar 
el tema he decidido no acompañar esta iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Diputado Pozzi que dé lectura al texto definitivo del 
proyecto, porque se ha ido cambiando. 


SEÑOR POZZI.- El proyecto quedaría redactado de la siguiente manera: "Artículo Único.- 
Modifíquese la redacción del artículo 269 de la Ley_N” 18.362, de 6 de octubre de 2008 el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 'ARTÍCULO 269.- El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
(MTOP) y la Administración Nacional de Puertos (ANP) podrán, respecto de aquellos puertos bajo su 
administración, tomar las obras complementarias y de adecuación de las infraestructuras existentes, 
que ejecute una empresa como pago por adelantado de las tarifas portuarias que debería abonar, 
asegurándole a la empresa prioridad, pero no exclusividad, en el uso de las obras que ejecute, por un 
plazo máximo que guarde relación con el monto de la inversión que realice y el plan que presente de 
utilización de muelle y movilización de mercaderías o pasajeros.- El Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas o la Administración Nacional de Puertos, según el caso, estudiará el proyecto y de 
considerarlo aceptable, aprobará su viabilidad. Posteriormente dará publicidad al proyecto aprobado, 
a efectos de que puedan presentarse otros interesados. En caso que se presenten otros interesados, la 


Administración llamará a licitación a efectos de determinar a quién se adjudicarán las obras y en qué 
condiciones. Los interesados, previo al llamado a licitación, deberán constituir las garantías que 
establezca la reglamentación.- Tales obras complementarias y de adecuación de infraestructuras 
deberán representar una mejora para el usufructo de los usuarios de las mismas, no considerándose 
aplicable a aquellas mejoras en que la particularidad de la misma resulte de beneficio exclusivo de la 
empresa interesada. El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones, requisitos, procedimientos, 
montos y tiempos de amortización correspondientes a ser cumplidos por los particulares y el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas o la Administración Nacional de Puertos, según sea el caso, a efectos de 
la aplicación de la presente ley". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto, tal cual ha sido 
leído. 


(Se vota) 


——— Cuatro en seis: AFIRMATIVA. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo al señor Diputado Pozzi como miembro informante. 
VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos han invitado a concurrir al varadero de Carmelo y a los puertos de 
Nueva Palmira y de Montevideo. 


Los tiempos que tenemos no abundan, pero quisiera saber la opinión de la Comisión al respecto. 


SEÑOR DE TORO.- Al puerto de Montevideo podemos ir en cualquier momento; nos habíamos 
comprometido visitar el de Nueva Palmira y el varadero de Carmelo lo cual nos llevaría más tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuándo creen que podemos ir? 


SEÑOR PEDREIRA.- Creo que sería bueno ir después que finalicemos las sesiones ordinarias de la 
Comisión, es decir, después del día 18. 


(Diálogos) 


SEÑOR POZZI.- Podríamos visitar Carmelo y Nueva Palmira en un solo viaje, pues uno de otro están 
a 30 kilómetros, aproximadamente. Creo que no tiene mucho sentido ir a Carmelo, volver a 
Montevideo y otro día salir para Nueva Palmira. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR POZZI.- En cuanto al puerto de Montevideo, podemos ir en cualquier momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuándo salimos? 


SEÑOR DE TORO.- Los señores Diputados que viven en el interior generalmente llegan a Montevideo 
los días martes Podemos aprovechar que están todos acá y salir el miércoles 24 de noviembre, a 
primera hora. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si estamos todos de acuerdo, saldríamos el miércoles 24, a la hora 
7, a visitar el varadero de Carmelo y el puerto de Nueva Palmira. 


SEÑOR POZZI.- No nos olvidemos que allá hay muchas empresas, está el tema de los camiones y el 
"by-pass". 


SEÑOR DE TORO.- Por favor le pido a la Secretaría de la Comisión que no nos olvidemos de notificar 
a ninguna autoridad. 


A continuación deseo referirme al proyecto de ley relativo a "Venta en subasta pública de determinados 
vehículos automotores". 


Este proyecto de ley, luego de una serie de avatares suscitados en los ámbitos prelegislativo y legislativo, 
entró a la Cámara y fue enviado a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración. Dada la cantidad de proyectos que esa Comisión tiene en su agenda, nos planteamos que 
volviera a esta Comisión ya que había sido tratado aquí para resolverlo y enviarlo al plenario. 


Con este proyecto se intenta resolver la problemática que existe en todo el Uruguay, en las diecinueve 
Intendencias, en los Ministerios del Interior, de Transporte y Obras Públicas, etcétera, con los vehículos y 
motos incautados por diferentes razones: problemas de alcohol, situaciones de ilegalidad, etcétera. En todos 
los departamentos tenemos vehículos guardados y las Intendencias no saben qué hacer con ellos ya que son 
miles. Hay una dificultad bastante grande para resolver la situación. 


Luego de bastante trabajo hemos tratado de contemplar las situaciones básicas: resolver la problemática 
general que tienen todas las Intendencias y generar mecanismos de agilidad para la subasta o chatarra de 
estos vehículos, generando a su vez mecanismos de protección a la propiedad de estas unidades. Se trata de 
contemplar las dos cosas, dar el máximo de garantía y resolver, ante la no presentación de los titulares, la 
situación de estos vehículos, dando a las Intendencias la posibilidad de resolver situaciones complicadas 
como mantenimiento, custodia, cuestiones ambientales, etcétera. Esta es una problemática que existe en 
Montevideo y en el interior; la tenemos hasta con los coches que están tirados en las comisarías. 


Ese es el espíritu del proyecto. La última vez que lo enviamos a la Cámara de Representantes habíamos 
logrado un consenso bastante importante, y ahora podemos ver si le hacemos alguna modificación o no. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Este es un tema sumamente importante que se trata hace muchos años, pero en el 
que lamentablemente nunca se llega a un acuerdo. Rivera está inundado como cualquier otro 
departamento de vehículos de todo tipo que se están pudriendo. Creo que esta es una buena iniciativa 
para darles un lugar ya que la sociedad misma los necesita. Hay muchos lugares en los que un vehículo 
de estos daría una mano muy importante. Me parece que esta es una buena iniciativa, pero debemos 
ver cómo llegar a algo concreto, porque creo que se ha dilatado mucho. Allá no tenemos dónde colocar 
más autos; pienso que este es el momento ideal para encontrar una salida a este problema. 


SEÑOR SILVA.- De repente alguno de los compañeros me puede auxiliar, ya que recién estoy leyendo 
el proyecto. En el artículo 5” dice: "En caso de existir embargo o prenda sobre el vehículo subastado y 
luego de satisfacer sus correspondientes pagos, el remanente será aplicado a lo dispuesto en el 
artículo 4”. (...)". Pero, ¿qué sucede si lo recaudado no cubre la deuda? Pensemos, por ejemplo, en el 
caso de una moto de 50 cilindradas que tenga multas y deudas que superen el valor de lo que se sacaría 
por la moto. Hay motos que tienen deudas de $ 20.000 o de $ 30.000 y en un remate no se sacan más de 
$ 2.000. Ese caso no está previsto. No sé si este tema se ha abordado en la Ley N” 18.191 de 2007. 


SEÑOR DE TORO.- No, ahí no se marca procedimiento ninguno 


Cuando definimos que el vehículo está abandonado, se llama a los titulares. Se utilizan todos los pasos 
necesarios para que se presenten. Hay una serie de mecanismos ahí me va a auxiliar el Presidente que van 
definiendo cómo se hacen los pagos. Creo que el primer pago es al rematador, luego vienen los pagos 
correspondientes a los embargos y si hay sobrante se sigue con el resto de los procedimientos: deudas a la 
Intendencia, etcétera. Lo que hace el proyecto es ir definiendo cómo se procede para generar todas las 
garantías necesarias y no violar todo lo que está establecido en los procesos civiles, jurídicos, comerciales, 
penales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos que cuidar que el orden de prelación, o sea lo que ya está 
establecido jurídicamente, no se altere. En última instancia, frente a lo que planteaba el señor 
Diputado Silva, es como en cualquier remate. Si alcanza, alcanza, y si no alcanza para pagar todo van 
quedando para atrás las deudas ordenadas según la prelación. 


(Diálogos) 


SEÑOR DE TORO.- En el caso de la chatarra se anula todo. Si yo defino que ese vehículo no sirve 
para más nada, hay que hacerlo chatarra y se vende como chatarra, y lo único que va a producir eso es 
la venta de la chatarra. Con el producido se va a pagar lo que se pueda; probablemente no alcance 
para pagar todo. Ahora, si es subastado, se paga en este orden que mencionábamos: rematador, 
embargos, etcétera. Pero lo que no alcanza se anula, salvo que se haga algún otro procedimiento por 
otro lado. Si es una deuda con la Intendencia y es la Intendencia la que está rematando, se anula lo que 
ya existe, salvo que la Intendencia quiera hacer un juicio personal al dueño, pero generalmente no es el 
caso, porque si lo ubica es porque el dueño se presentó. Esto también ayuda a resolver los trámites 
administrativos que son todo un lío. No solo se trata del costo del depósito, de los costos del cuidado, 
del mantenimiento, sino de todo el tramiterío administrativo que se va generando con la acumulación 
de papeles de vechículos que están abandonados. 


Entonces, la idea es buscar los procedimientos que existen para terminar con esta cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por ejemplo, en la patente que es lo que generalmente se debe, si bien se va 
contra una persona, que es el dueño, el objeto es el vehículo. Si se remata el vehículo tengo mis dudas 
jurídicas sobre si la persona mantiene la deuda. Creo que no. 


En otros casos, sí se mantiene; por ejemplo, cuando uno tiene una deuda bancaria y tiene un bien adjudicado 
en garantía. ¿Quién generó la deuda? Una persona física. Entonces, si se ejecuta el bien y no alcanza, la 
deuda sigue a la persona, que fue quien se comprometió. 


Pero en el caso de las patentes, se acciona contra el vehículo. Tiene que haber una persona física a la cual 
reclamarle porque al vehículo no se le reclama, pero el objeto de reclamo es el vehículo, y ahí muere. 


SEÑOR DE TORO.- Creo que ese es un problema del Departamento Jurídico de cada Intendencia. 


Cito otro ejemplo: puede darse el caso de las multas de tránsito y de las sanciones. En muchos casos, y sobre 
todo en este tipo de vehículos, las infracciones no están acreditadas a la libreta de conducir de una persona; 
no existen papeles. Entonces, es muy difícil ir contra la persona. Por eso la idea es anular la cuestión. Si 
llegara a existir algún titular, de hecho, la multa va a la persona poseedora de la libreta de conducir. Pero eso 
corre por fuera y no tiene nada que ver con el vehículo. Son dos cosas diferentes y los Departamentos 
Jurídicos de las Intendencias van resolviendo de acuerdo con el estado de situación de los vehículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora entramos en la parte más compleja: cómo sincronizar las normas 
jurídicas existentes con el proyecto que tenemos a estudio. Voy a mencionar todos los casos y luego 
veremos si sobre cada uno de ellos ya se ha legislado. 


Estamos tratando un proyecto de ley en que se da intervención a varias instituciones. El artículo 1% comienza 
diciendo: "El Ministerio del Interior, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y las Intendencias podrán 
proceder a la venta, en pública subasta, de los vehículos que retiren de su jurisdicción en los siguientes casos: 
A) Por carecer de seguro obligatorio de automotores". Este primer caso ya está previsto en la ley, que prevé 
su retiro de la vía pública. 


El literal B) establece: "Por encontrarse abandonados". Este es el punto más claro de este proyecto porque 
habla de vehículos abandonados. 


Y finaliza el artículo: "C) Cuando constituya peligro o cause perturbaciones a la circulación de vehículos o 
peatones o al funcionamiento de algún servicio público o deteriore el patrimonio público.- D) En las 


situaciones que lo habilite la Ley N* 18.191, de 30 de octubre de 2007 y la normativa de tránsito de los 
Gobiernos Departamentales". La Secretaría me señala una corrección: esta ley no es de 30 de octubre de 
2007, sino de 14 de noviembre de 2007. 


(Diálogos) 


——— Acá hay una doble jurisdicción que tenemos que respetar, pero en este caso no perjudicaría en nada 
porque ambas normas van en el mismo sentido. 


SEÑOR DE TORO.- La Ley_N* 18.191 prima sobre todas las normas de tránsito de los Gobiernos 
Departamentales, siempre y cuando no se contradigan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ley no puede introducirse en lo que es la autonomía municipal. La única 
manera de que se dé exactamente lo que dice el señor Diputado de Toro es si la Junta Departamental 
asume como propia la Ley de Circulación Vial, lo que no ha ocurrido en todos los casos y, a veces, no 
en su totalidad. Ese es otro drama que tendrán que arreglar las Intendencias con respecto a la ley 
nacional. Hoy, en algunos departamentos, el casco no es obligatorio, aunque la ley establece que sí lo 
es; esto es así porque la Junta Departamental no homologó el ciento por ciento de la Ley de 
Circulación Vial. No nos vamos a meter en este tema, que es ajeno a nosotros, pero sí es bueno que lo 
sepamos porque puede ser motivo de una discusión al final estéril sobre la autonomía o no autonomía, 
o sobre la constitucionalidad o no constitucionalidad. De estos temas tenemos muchos en estos días; 
vamos a no agregar uno más. 


El literal D) está basado en la Ley de Tránsito y Seguridad Vial, cuyo artículo 10 establece: "Las reglas de 
circulación que se incluyen en la presente ley constituyen una base normativa mínima y uniforme que 
regulará el tránsito vehicular en todo el territorio nacional". Y el artículo 11 dice: "Cada Gobierno 
Departamental adoptará las medidas adecuadas para asegurar el cumplimiento en su territorio de las 
disposiciones de la presente ley". Esta es la salvedad de las autonomías municipales, y por eso tenemos 
disparidad en la aplicación de la ley nacional. 


SEÑOR DE TORO.- A fin de saldar muchas de estas cosas, propongo invitar a la Unidad Nacional de 
Seguridad Vial para que opine sobre el proyecto y sobre cuál es la realidad de la Ley Nacional de 
Seguridad Vial con respecto a las Intendencias 


(Apoyados) 


——- Luego podríamos invitar al Congreso de Intendentes, o a Intendentes por separado y a Ediles de las 
diferentes Juntas Departamentales para saber si hay alguna observación en ese sentido. 


SEÑOR PEDREIRA.- El numeral 9%) del artículo 275 de la Constitución establece que una de las 
competencias de las Intendencias además de lo que la ley establezca es velar por la salud pública de la 
población. Todo lo que tenga que ver directamente con la seguridad vial tiene que ver con velar por la 
salud pública de la población. Esto abre un marco bastante grande y establece competencias nacionales 
en los territorios locales, que tienen su autonomía, pero por encima tienen una ley que es de corte 
nacional y no departamental. 


Como todo, es discutible; pero vale la pena aclarar lo que quiere decir este numeral 9%) del artículo 275 de la 
Constitución. Es una discusión muy fuerte que siempre tenemos en relación con el ámbito territorial, que 
después nos cuesta carísimo. 


En el caso de Flores, esto es muy particular. El otro día se brindó un informe sobre los mayores problemas de 
salud que tenemos, y entre ellos están los accidentes de tránsito; los más graves son los que tienen que ver 
con la muerte de jóvenes por no usar casco. En Flores, nuestro Intendente plantea públicamente que no está 
de acuerdo con el uso del casco más allá de que la Intendencia tiene algunas políticas educativas al respecto, 
pero nuestros gurises ocupan en el CTI muchos días y muchas noches. Este problema es el que va a la cabeza 
en todos los problemas sanitarios. Digo esto para que quede constancia en la versión taquigráfica, porque me 
parece que tiene que ver con el tema. 


Más allá de la autonomía que todos defendemos seamos del color que seamos, hay cuestiones que no 
deberían tratarse como si fuéramos una federación, sino como país, como República, que me parece que es 
otra cosa y tal vez, en esencia, puede ser lo que esté en juego, pero no es un tema para entrar en debate ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se tomarán en cuenta sus palabras. 


Lo que no podemos dejar de lado es que existen dos sistemas: el sistema nacional y la autonomía municipal 
para determinados temas, en la cual la ley nacional no puede interferir. Como bien dice el señor Diputado 
Pedreira, hay muchas normas en la Constitución que no tienen una sola interpretación y que, muchas veces, 
son motivo de distintas opiniones sobre cómo se enfoca determinado tema. 


SEÑOR SILVA.- Pienso que vamos a tener que incluir en el texto a los vehículos cuya disposición está 
bajo la órbita del Juez; hay vehículos que son aprehendidos, que pasan a Juez, los trámites a veces 
demoran años y quedan ahí en custodia. Esto no lo veo definido acá, pero no sé si estuvo planteado en 
la discusión; pido disculpas, pero no estuve en la discusión anterior. 


SEÑOR DE TORO.- No están expresamente definidos los casos que se encuentran en la órbita judicial 
ni los que tienen que ver con las incautaciones de Aduanas. No están esos dos casos porque se tratan 
por caminos separados. 


Este proyecto abarca solamente a los que tienen como jurisdicción el Ministerio del Interior, 
fundamentalmente por el seguro obligatorio que define la ley. Por ejemplo, no se empezó a aplicar 
drásticamente el seguro obligatorio porque una de las cláusulas obliga a aquel que no tiene el seguro a que, 
en primera instancia, guarde el vehículo en su domicilio; luego, se le da un plazo determinado para contratar 
el seguro, y si no lo hace, la Policía le debe incautar el vehículo, pero el Ministerio del Interior no tiene un 
lugar para guardar los vehículos que no tienen seguro obligatorio. Por eso lo incluimos acá. 


El Ministerio del Interior es otro de los organismos al que tendríamos que citar para ver cómo encarar en 
conjunto esta problemática. 


Acá abarcamos fundamentalmente a los que están bajo la jurisdicción de las Intendencias, es decir, todo lo 
que tiene que ver con la circulación, con la seguridad vial, con la seguridad de terceros, con los vehículos sin 
matrícula, con los que no tienen documentación, con los documentos adulterados, con los documentos 
incautados por alcoholemia, etcétera. Esto comprende a más del 90% de los vehículos que hay. Si logramos 
resolver no el 90%, sino el 60% de los problemas que tenemos, creo que lograremos avanzar enormemente 
en la realidad del país. Siempre van a quedar algunos casos especiales, específicos, pero que corresponde 
dilucidar en el ámbito judicial, no departamental, y sobre los que es muy difícil legislar. 


SEÑOR SILVA.- Como el mío es un departamento de frontera, diría que tal vez la mitad de los 
vehículos son brasileños, obtenidos de contrabando. Esos no estarían comprendidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno que dejáramos en claro que los procedimientos de incautación de 
vehículos, por ejemplo, por parte de Aduanas o, eventualmente, por decisión judicial, no deben estar 
dentro de este proyecto. Tienen un procedimiento aparte, por una causa diferente, ya sea por 
contrabando o por otra causa. El Poder Judicial es un Poder independiente y, por lo tanto, nosotros no 
podemos intervenir en eso; si demora un mes, un año o diez años en expedirse, no es algo que podamos 
manejar con el criterio con que se pretende en este proyecto de ley, que es tratar de buscar una 
solución a los autos abandonados por las causas habituales, y no por causas de delitos específicos. Por 
eso en los cuatro literales del artículo 1” se determinan las circunstancias por las cuales podría 
procederse a aplicar lo que dice este proyecto de ley. Evidentemente, podríamos agregar más; este es 
un proyecto de ley que está a estudio, y tenemos que escuchar muchas opiniones. 


Como bien decía el señor Diputado de Toro, el mayor número de vehículos detenidos están bajo la 
jurisdicción de las Intendencias. Como sabemos, cada una de las Intendencias tiene un procedimiento 
distinto. Esto trataría de unificarlos. Aprovechamos que tenemos la Ley de Tránsito y Seguridad Vial para 
que se unifique un procedimiento paralelo, porque se trata de vehículos abandonados que pueden causar 


problemas, deterioros, accidentes, costos, si ya están en depósito. La idea es que se empiece con el 
procedimiento. Hay plazos para que se realice el procedimiento y para que termine rápidamente, sea cual sea 
el final, dentro de los que están establecidos. Si, por ejemplo, la incautación fuera por carecer de seguro 
obligatorio, el propio proyecto trae la posibilidad de que se notifique al propietario que cuando contrate el 
seguro podrá levantar el auto. Si no lo hace, entonces se seguirá con este procedimiento porque ese auto no 
puede circular más sin seguro. 


Es bueno dejar claro que las situaciones particulares de procedimientos de Aduanas o judiciales no están 
incorporadas. En algún momento esto fue motivo de conversación en la Comisión. También tomamos en 
cuenta aquellos autos que tenían, por ejemplo, un embargo y que estaban abandonados porque el embargo era 
la razón del abandono, ya que su titular sabe que no va a recuperar más el vehículo. 


Creo que tendríamos que enviar este texto a las Juntas Departamentales. Me parece que en su momento eso 
no se hizo. 


SEÑOR SILVA.- También podríamos mandarlo al Congreso Nacional de Ediles 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Congreso Nacional de Ediles solo trata algunos temas. Si bien tiene 
jurisdicción en todos, trata temas específicos. Si lo enviamos directamente a las Juntas 
Departamentales, estas lo pasarán a las Comisiones de Tránsito y Transporte. Entonces, estaremos 
seguros de que van a llegar a destino. 


(Diálogos) 


SEÑOR DE TORO.- Hoy no vamos a analizar el contenido del proyecto de ley en sí mismo. Tendremos 
que escuchar primero a las partes para ver si lo que estamos poniendo acá realmente cumple con lo 
que nosotros planteamos. 


Diría de empezar a agendar diferentes reuniones. Tendríamos que invitar a la UNASEV y al Ministerio del 
Interior. Habría que hacer llegar este proyecto al Congreso de Intendentes para que sea repartido, y a las 
diecinueve Juntas Departamentales. No sé si se podrá avanzar más. Creo que con la UNASEV y el Ministerio 
del Interior aclararíamos los cuatro literales del artículo 1; por lo menos esto nos permitiría tener una idea 
más clara. Luego empezaríamos a recabar las opiniones de los Intendentes y de las Juntas Departamentales, 
que son la contraparte. Creo que con esto abarcaríamos un espectro bastante sustancial. Luego de esas 
reuniones quizás surjan nuevas necesidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El Ministerio del Interior y la UNASEV trabajan en conjunto o son dos 
institutos separados? 


SEÑOR DE TORO.- La UNASEV es la Unidad Nacional de Seguridad Vial, que depende de 
Presidencia de la República y está integrada por tres miembros que no pertenecen al mismo sector 
político. Si no me equivoco uno corresponde al Partido Independiente, otro al Partido Nacional y el 
restante al Frente Amplio. 


Debemos tener cuidado porque lo que refiere a automotores está vinculado con los temas judiciales. La 
consulta al Ministerio del Interior tiene que ver con el seguro obligatorio. Esta Cartera está subdividida en lo 
que respecta a estos temas. Por lo tanto, cuando los invitemos, debemos aclararles cuál es el tema que 
queremos tratar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo identificamos el área del Ministerio del Interior sobre la que 
queremos escuchar su opinión? 


SEÑOR DE TORO.- Convocamos al Ministerio del Interior para tratar este proyecto de ley 
especificando que nos interesa que nos asesoren sobre los vehículos que, a través de la ley de seguro 
obligatorio, tendría que retener. De esta manera, le damos elementos para que vengan con los asesores 
que puedan responder sobre ese tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, invitaríamos al Ministerio del Interior y a la UNASEV. Luego nos 
comunicaríamos con el Congreso de Intendentes, para que lo transmita a los Intendentes, y a las 
diecinueve Juntas Departamentales. 


SEÑOR DE TORO.- Creo que debemos pedir opinión a los Intendentes. Yo diría que, tanto al 
Congreso de Intendentes como a las Juntas Departamentales, debemos solicitarles que nos den su 
opinión a la brevedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Creen que debamos convocar alguna otra institución? 


SEÑOR DE TORO.- Quizás en una segunda instancia debamos recabar la opinión del Banco de 
Seguros por el mismo tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué por el mismo tema? 


SEÑOR DE TORO.- Para conocer cuáles son los procedimientos que el Banco de Seguros viene 
tomando en conjunto con el Ministerio del Interior en función de la aplicación de la Ley del seguro 
obligatorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y el resto de las empresas aseguradoras? Si consultamos al Banco de 
Seguros, es natural que cualquier otra empresa pregunte por qué no le pedimos la opinión. 


SEÑOR DE TORO.- El Banco de Seguros sería convocado en una segunda instancia. Creo que la voz 
cantante es el Ministerio del Interior. Si fuera necesario recurriríamos al Banco de Seguros y al resto 
de las empresas de seguros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al procedimiento de lo que tendríamos que hacer me parece que 
no tiene mucho que ver. 


SEÑOR DE TORO.- Sería en el caso de que surgiera algún problema de coordinación entre la 
aplicación de la ley del seguro obligatorio y las funciones del Ministerio del Interior. Yo no sé si se ha 
logrado coordinar porque la ley del seguro obligatorio no está totalmente reglamentada. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La coordinación no está muy bien hecha y falta reglamentación. Es más: con 
lo que se lleva en el parabrisas, como Policía Caminera no tiene lectores, no puede identificar si el SOA 
es correcto. Entonces, ese elemento que tendría que ser la primera identificación, en la realidad no 
sirve. Inclusive, gente de Policía Caminera me ha contado que roban el "stiker" a algunas motos y lo 
colocan en autos. Por lo tanto, el "stiker" que está en el parabrisas no asegura que el vehículo tenga el 
SOA. 


Entonces, en una primera instancia invitaríamos al Ministerio del Interior y a la UNASEV; comunicamos al 
Congreso de Intendentes, les enviamos un texto a las Juntas Departamentales, y pedimos premura en la 
contestación. 


SEÑOR DE TORO.- Los miembros de la Comisión podríamos ir consultando a los deferentes sectores 
y bancadas. Se trata de un tema complejo, que venimos tratando desde hace años y no logramos 
ponerle el sello. Entonces, avancemos todo lo posible para ver si a principios del próximo año este 
proyecto puede ser una realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio no tenemos inconvenientes y creemos que el tema va en una 
buena línea; se trata de un problema al que hay que buscarle solución. Creemos que como son tantas 
las instituciones involucradas y las normativas existentes, debe tener un ajuste jurídico. Ya hemos 
conversado sobre esto, pero a medida que uno lo sigue estudiando y comparando, encuentra que ya 


existen leyes que aún están vigentes. Tenemos que ponernos de acuerdo con la forma específica que va 
a regir esto. Si ya existe legislación en la misma línea, debemos dejar que siga actuando, y si no existe, 
aplicamos la nueva normativa. De lo contrario, se van a superponer distintas leyes que están legislando 
un mismo tema. No solo me refiero al ámbito municipal o departamental, sino también al nacional. 


Entonces, voy a repartir un glosario de normas. Me he vuelto loco con la cuestión de los derechos anteriores 
y posteriores, y no es un tema fácil de interpretar. 


Tenemos que buscar un camino y no podemos permitir que dos normas distintas sean de aplicación en el 
mismo hecho; nada más. 


Políticamente, estamos en la misma línea. 


SEÑOR DE TORO.- La UNASEV va a enfocar el tema conforme a la Ley N* 18.191 y al asesoramiento 
de su Departamento Jurídico. 


Por otra parte, necesitamos la opinión jurídica del Congreso de Intendentes, que es la instancia más compleja, 
porque cada Departamento Jurídico de las Intendencias es diferente. Creo que acá vamos a enfrentar la mayor 
dificultad. 


La idea es cruzar la menor cantidad de normativas, precisamente, para utilizar un camino legal que no 
choque. 


No tengo experiencia jurídica para proponer, pero quizás en algún momento haya que establecer que en 
aquellos casos en que se contradigan dos normativas, primará la nacional o la departamental; habrá que 
definirlo, pero no sé cómo se hace porque hay mil cosas para resolver. Los Departamentos Jurídicos tendrían 
que opinar acerca de esto. 


Creo que esta es una norma de interés general y existe acuerdo entre todos los Intendentes y Juntas 
Departamentales, pero el problema es cómo plasmamos la idea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que más me preocupa es que en el procedimiento que vayamos a delinear, 
de la misma manera que no sabemos qué hacer con los vehículos abandonados, tendremos que dar las 
suficientes garantías, en los casos que corresponda, a los propietarios para que ejerzan su derecho, si 
quieren, y nada más. 


Inclusive, algunos plazos que se plantearon originalmente me parecieron largos, y se podrían achicar. Cuando 
se dieran correctamente los dos o tres primeros pasos y se identifique que el vehículo tendrá problema, los 
plazos deberían ser más o menos breves, es decir, que den tiempo para interponer recursos, si hubiera un 


interesado legítimo, y culminar el procedimiento. 


SEÑOR POZZI.- Quiero preguntar al Presidente si entre las normas vinculadas hay muchas 
contrapuestas al proyecto o a algún artículo, o dicen lo mismo de otra manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Ley N” 18.191 es la normativa general de la UNASEV, pero para el 
procedimiento de liquidación o remate hay que tener en cuenta otros procedimientos, sobre todo 
administrativos. 


SEÑOR POZZI.- Esos procedimientos, ¿también son generales? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, procedimientos generales de carácter administrativo público. 


SEÑOR POZZI.- Esto quiere decir que no se puede optar por la vía de la derogación lisa y llana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, porque en ese caso se tendría que recurrir a una derogación 
general, y se rompería todo un sistema jurídico general. Por ejemplo, hay distintas maneras de 


identificar al propietario. La peor es publicar, por si aparece, porque es la que lleva más tiempo, y los 
registros municipales no siempre están al día. Sin embargo, el Registro General de Dominio Automotor 
es al que se recurre habitualmente, porque en veinticuatro horas se puede disponer la identificación del 
propietario del vehículo, es decir, a favor o contra quién uno tiene un vehículo abandonado. 


Entonces, se tiene que habilitar la instancia para que esa persona, por derecho legítimo, pueda plantear que 
quiere recuperar su vehículo. Tiene que ser un procedimiento más o menos rápido, pero no se puede cercenar 
esa posibilidad. En este sentido, creo que todos estamos de acuerdo, y este tema pertenece más al derecho 
administrativo que específicamente a la ley que tenemos que aplicar. 


Por ejemplo, la presentación de un recurso administrativo contra la actuación de la Intendencia o del 
Ministerio del Interior tendrá efecto suspensivo o no; estas cuestiones de derecho administrativo son 
corrientes en la administración pública. 


SEÑOR DE TORO.- Quiero decir porque durante cuatro años luché contra una problemática bastante 
compleja, y los abogados, escribanos, los juristas e Intendentes me llenaron la cabeza que buena parte 
de las dificultades consisten, primero, en que el propietario no aparece, porque puede tratarse de 
adulteraciones de matrícula, la inexistencia de matrícula, número de motor adulterado, etcétera, y no 
se ha hecho la denuncia penal correspondiente, porque si no lo sacaríamos del medio y sería un proceso 
judicial y el problema no lo tendríamos nosotros. Muchas veces el propietario no quiere hacerse 
responsable de su vehículo porque la deuda generada es mayor que el precio del vehículo; 
generalmente esto sucede con las motos. 


Entonces, se tendrían que generar los mecanismos para emplazar, dar los tiempos necesarios y luego actuar. 


Creo que cada Departamento Jurídico de las Intendencias tiene identificadas todas estas casuísticas, porque 
es la problemática que se vive todos los días en todas las Intendencias. 


Por eso, si logramos que los Intendentes a través de sus respectivos Departamentos Jurídicos nos presenten 
un informe en función del proyecto, recién ahí sería el momento para analizar las posibles contradicciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos estamos hablando de lo mismo y vamos en la misma línea. Yo 
no me refería específicamente a eso. Lo que dije fue que ya hay procedimientos establecidos que dan la 
llamada "certeza de la defensa"; no podemos olvidarla. 


Entonces, los procedimientos ya existen. Quizá, teniendo en cuenta el derecho a la defensa, podríamos 
achicar algunos plazos para que el procedimiento fuera más rápido. Reitero: no podemos obviar el derecho a 
defensa, que desde la Constitución para abajo, está en todos lados. 


SEÑOR DE TORO.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si lo hiciéramos, la situación sería peor, porque se iniciarían juicios contra la 
Administración que costarían mucho más caros. 


Como dije, me parece que todos vamos en la misma línea. 
(Apoyados) 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


